
Perder el hogar es una de las peores si-
tuaciones en las que uno se puede 
encontrar. La posibilidad de que-
darse en la calle implica la vulnera-
ción de múltiples derechos, con un 

fuerte impacto en la salud y para la infancia. 
Los desahucios fueron determinantes en el 
nacimiento de uno de los movimientos más 
fuertes de esta década: la Plataforma de Afec-
tados por la Hipoteca (PAH). Ahora, lejos de 
decrecer, el movimiento por la vivienda se 
multiplica con grupos y sindicatos, que toda-
vía tienen en la paralización de los desahu-
cios uno de sus ejes vertebradores.
	 La sociedad civil reacciona ante una rea-
lidad social que no cesa. Y también las cifras 
apuntan en esta dirección: desde 2008, en 
España ha habido 600.000 desahucios. Las 
leyes del Partido Popular tuvieron un im-
pacto muy limitado paralizando desahucios. 
Sin embargo, el director general de Caixa-
Bank, Juan Antonio Alcaraz, se atrevió a de-
cir el año pasado que los desahucios “eran 
una leyenda urbana”. ¿Qué opinan al res-
pecto los partidos políticos que llamaron a las 
urnas hace apenas unas semanas? ¿Están sus 
propuestas a la altura de la situación?
	 Tanto el Partido Socialista Obrero Español 
(PSOE) como Unidas Podemos incluían en 
sus programas electorales ampliar el parque 
de vivienda social. No obstante, el PSOE no 
hacía ninguna referencia explícita a terminar 
con los desahucios. El preacuerdo firmado re-
cientemente entre las dos formaciones incluía 
la siguiente frase: “La vivienda como derecho 
y no como mera mercancía”. Contundente y 
con enfoque de derechos, pero lo suficiente-
mente amplia como para que pueda significar 
tanto una gran oportunidad de conseguir le-
yes y políticas que terminen, de una vez por 
todas, con los desahucios, como una simple 
declaración de intenciones. Cabe recordar 
que el anterior pacto entre los dos partidos 
para los presupuestos también recogía pre-
ceptos interesantes que luego no llegaron a 
ponerse en marcha.

	 ¿De qué manera podría, entonces, con-
cretar el futuro Gobierno esta bonita enun-
ciación? En primer lugar, tomando en consi-
deración las recomendaciones que Naciones 
Unidas ha elaborado en relación con la ga-
rantía del derecho a la vivienda. Y es que, por 
tercera vez, España ha recibido este mes de 
noviembre un varapalo del Comité DESC de 
Naciones Unidas por un caso de desahucio 
que vulneraba el derecho a la vivienda. Cum-
plir con las indicaciones internacionales de-
bería ser el punto de partida, y ello implica 
dos elementos clave: valorar, caso por caso, 
la razonabilidad del desahucio y evitar los 
desalojos sin alternativa habitacional.
	 Introducir el criterio de razonabilidad en 
el procedimiento judicial comporta poder pa-
ralizar el desahucio si se considera necesario. 
Es decir, ponderar la situación económica del 
hogar, si hay menores en él, el tiempo que lle-
van pagando la hipoteca o el alquiler o el mo-
tivo por el que están ocupando un inmueble. 
También la proporcionalidad del mismo: en 
qué situación se halla el propietario que re-
clama la vivienda y qué opciones tiene la per-
sona de ir a vivir a otra vivienda. En la actua-
lidad, el juez tan solo tiene en cuenta si se ha 
pagado o no, sin importar los motivos o la si-
tuación social de quien va a perder su casa.
	 Pero demos un paso atrás: ¿se podría evi-
tar llegar a una situación de desahucio? Por 
ejemplo, alargando los contratos de alquiler, 
que es la causa principal de desahucio en más 
del 66% de casos, sobre todo en las grandes 
ciudades. En segundo lugar, limitando los 
precios, para evitar un sobreesfuerzo inasu-
mible que termine en procedimientos de des-
ahucio. En Francia, los desahucios se parali-
zan entre los meses de noviembre y marzo, 
durante la llamada tregua invernal. Lejos de 
ser ideal, esta medida comporta oleadas de 
desahucios justo antes y después de la tregua, 
pero, como mínimo, muestra que la posibili-
dad de paralizar los desahucios existe y se 
está implementando en el país vecino.
	 El Gobierno debería también evitar los 
desahucios sin alternativa habitacional: ga-
rantizar que las personas vulnerables, si lle-
gan al momento del desahucio, no puedan 
ser expulsadas de su vivienda sin tener un lu-
gar adonde ir. El Real Decreto 7/2019 que 
pactaron en marzo PSOE y Podemos mejo-
raba algunos aspectos de la normativa en ma-
teria de vivienda y alquiler, como el hecho de 

poder aplazar uno o tres meses el desahucio 
en caso de vulnerabilidad, pero no hasta que 
hubiera un realojo garantizado, que es lo que 
pide Naciones Unidas. Poder ofrecer un re-
alojo adecuado pasa por aumentar el parque 
público de viviendas, ahora inferior al 2%. 
Contar para ello con las viviendas de la Sa-
reb, más que pagadas con fondos públicos, 
hubiera sido una medida de mínimos.
	 Ambas propuestas requerirían la modifi-
cación de la legislación procesal y, para ha-
cerlas posibles, políticas públicas de promo-
ción de la vivienda pública y asequible y de 
control del mercado inmobiliario. Pero ter-
minar con los desahucios es posible también 
ahora, con valentía frente a los propietarios 
que acumulan viviendas y especulan con los 
precios y haciendo una mayor inversión para 
más vivienda pública. Que dentro de diez 
años no tengamos que arrepentirnos de no 
haber regulado el mercado de la vivienda 
para proteger este derecho fundamental.
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“Cumplir con las indicaciones de Naciones 
Unidas implica valorar, caso por caso, la 
razonabilidad del desahucio y evitar los 
desalojos sin alternativa habitacional”
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Terminar con  
los desahucios,  
10 años después


